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PLANES DE PENSIONES 1 

Y MARCO CONTABLE 
NTRODUCCION 

L cierre del ejercicio corres- 
pondiente al año 91 ha in- 
troducido una componente 

adicional de discrepancia en cuanto a 
la contabilización de los compromi- 
sos por pensiones cuando éstos se 
materializan a través de un plan de 
pensiones. 

Esta polémica, que se asomó tími- 
damente en el cierre de 1990, ve la 
luz definitivamente este año, e impo- 
ne la necesidad de adoptar una serie 
de criterios consensuados. 

Parece evidente que los planes de 
pensiones tienen suficiente entidad 
como para considerar seriamente sus 
implicaciones en la contabilidad de la 
empresa, a partir del conocimiento 
profundo técnico y jurídieo de estos 
sistemas, y de las normas de contabi- 
lidad generales. 

Será, por tanto, objeto de este ar- 
tículo exponer todos aquellos aspec- 
tos que intervienen en la polémica, 
no con la inmodesta pretensión de 
aportar una solución, sino con el cla- 
ro propósito de abrir una línea de re- 
flexión conjunta sobre este importan- 
te problp-- 

NORMATIVA CONTABLE 
SOBRE PREVISION SOCIAL 

L A regulación básica en esta 
materia, y la que ofrece di- 
versas y encontradas inter- 

pretaciones, se ubica en el Plan Ge- 
neral de Contabilidad (PGC), que se 
aprobó por el Real Decreto 1634190, 
de 20 de diciembre. No obstante, an- 
tes de profundizar en 61. es recomen- 
dable comentar alguna de sus fuen- 
tes, especialmente la Ley 19/89, de 
reforma parcial y adaptación de la le- 
gislación mercantil a las directivas de 
la CEE. También se hará alguna re- 
flexión al respecto de la Norma In- 
ternacional de Contabilidad n." 19 
(MC-19). que establece el marco re- 
comendado sobre la contabilización 
de compromisos por pensiones. 

De esta Ley 19/89 son destacables, 
en materia de previsión social, las si- 
guientes disposiciones: 
- Aplicación del principio de de- 

vengo, que establece la necesidad de 
imputar a cada ejercicio los gastos e 
ingresos que le afectan, independien- 
temente de su fecha de pago o cobro, 
lo cual implica el cargo a resultados 

del ejercicio de lo que actuanalmen- 
te pueda considerarse atribuible al 
período. Con ello surge uno de los 
primeros puntos de conflicto, por- 
que. ¿qué es lo actuarialmente atri- 
buible al periodo? 

En efecto. no hay un solo método 
de valoración actuarial. que establez- 
ca univocamente la cuantía devenga- 
da. La citada NIC-19 establece que 
contablemente debe conseguirse que 
la imputación del coste de las presta- 
ciones a los ejercicios contables se 
realice con un criterio sistemático co- 
nectado con la prestación de servicios 
por parte de los empleados, y admite 
la influencia del método actuarial en 
el registro contable. Sí sugiere que el 
método utilizado conduzca a un cos- 
te anual que guarde una razonable y 
a la vez estable proporción con las re- 
muneraciones. Ya en su fase disposi- 
tiva, establece la NIC.19 que: 

u- Los costes por servicios actua- 
riales deben ser cargados a resultados 
de forma sistemática a lo largo del 
resto de la vida laboral activa espe- 
rada de los empleados incluidos en el 
plan de prestaciones por jubilación. 
- Los costes por servicios pasa- 

dos, los ajustes derivados de la expe- 



& riencia y los efectos producidos pn 
los cambios en los supuestas actua- 
nales sobre los costes de las presta- E ciones por jubilación deberán ser car- 

1 gados o abooados a resultados a me- 
dida qne se produzcan, o imputados 
de forma sistemhtiea a lo largo de un 
período de tiempo que no podrh so- 
brepasar la vida laboral acfiva espe- 
rada y pendiente de t~anscurrir de los 
empleados participantes.. 

En su anexo final establece los 
principales métoaos de valoración ac- 
Sumial aceptados, entre los que se 
citan: 
- Método de prestaciones deven- 

gadas. 
- Método de prestaciones previs- 

tas. 
" Método de la edad de entrada. 
* Método de la prima individual 

Constante. 
* Método conjunto. 
* Método de la edad alcanzada. 
Al respeto de este principio del 

devengo, Felipe Blanco (1) sugiere 
dos sistemas de aproximación a la de- 
terminacibn del gasto por pensiones, 
la medida directa (valoración en el 
ejercicio del esfuerzo de la mano de 
obra) y asociación (el gasto contable 
se asocia con Las promesas económi- 
cas de jubilación hechas a los benefi- 
ciarios e imputables al período men- 
cionado). 

En todo caso, sí parece que hay un 
principio claro a aplicar, pero que ad- 
mite diversas matizaciones. Quizá la 
infransigencia en la asunción de este 
hecho, las mhs de las veces por des- 
wnpcimiento de la materia, es lo que 
provoca la polémica. 
- Diferenciación en el cuadro de 

cuentas, que posteriormente desarro- 
llará el PGC, de las provisiones para 
pensiones y de los gastos sociales por 
pensiones, otorgando una entidad 
propia a este fenómeno, a través de 
N materiaüzación en las correspon- 
dientes partidas. 
- Inclusión en la Memoria de la 

Sociedad, como parte integrante de 
lasestados financieros, y de forma in- 
dependiente de su incorporación en 
el pasivo, del importe global de las 

Parece evidente que los planes de pensiones tienen 
suficieate entidad como para considerar seriamente sus 

implicaciones en la contabilidad de la empresa 

garanfías comprometidas en materia 
de pensiones. 

El PGC hace varias referencias a 
los compromisos por pensiones. Den- 
tro de su estructura pueden distin- 
guirse: 
- Disposiciones transitorias y fi- 

nales. 
Tiene especial relevancia la dispo- 

sición transitoria cuarta. que textual- 
mente cita: 

nZas empresas que hivieseo déficit 
entre los compromisos y riesgos tota- 
les devengados por pensiones y los 
asegurados y cubiertos contablemen- 
te hasta el ejercicio anterior a la en- 
trada envigor de la Ley 19689 (2). de- 
berán dotar sistemáticamente las pro- 
visioens correspondientes hasta com- 
pletar dicho déficit en los siguientes 
plazos. contados desde el inicio del 

a) Para las provisiones corres- 
pondientes a las pensiones causadas 
al inicio del referido ejercicio: siete 
años. 

b) Para las previsiones corres- 
pondientes a las pensiones no causa- 
das al inicio del referido ejercicio: 
quince a6os.r (4) 

La disposición final cuarta autori- 
za al Ministerio de Economía a mo- 
düiw tales plazos para sectores Con 
circunstanchs espeeiaies (como ha 
hecho para el sector eléctrico, en la 
forma que posteriormente se comen- 
ta). 

La disposición transitoria primera 
era fundamento. en opinión genera- 
liada, de la posibilidad de repercu- 
tir los déficits contra cuentas de re- 
servas. 

De todo ello, el apartado más po- 
PArner ejercicio que se cierre eon lémico, en e ~ ~ e c i a l , ~ a r a  diferenciar 
posterioridad a 30 de junio de el tratamiento contable de los planes 
1990 (3)- 3e pensiones y de los otras sistemas 



de previsión social complementaria, 
está en si el objeto de la disposición 
transitoria cuarta es regular tambin 
los planes de pensiones. en su pedo- 
do transitorio, y par tanto hacer inú- 
tiles los planes de reequilibrio que al 
amparo de la Ley 8/87, de Planes y 
Fondos de Pensiones, y su Regla- 
mento apruebe la Diección General 
de Seguros. 

La referencia a utilizar queda más 
en la normativa posterior a esta dis- 
posición, concretamente la citada Or- 
den Ministerial de 1 de junio de 1991. 
que indica textualmente no ser de 
aplicación para los planes de pensio- 
nes, o en la Circular 4/91 del Banco 
de España 
- Cuadro de cuentas. 
Este cuadro se amplía luego con las 

definiciones y relaciones contables, y 
establece cuatro cuentas especial- 
mente para la contabilización de las 
pensiones. 

* 140: Previsión por pensiones y 
obligaciones similares, que define 
como aquellos fondos destinados a la 
cobertura de obligaciones por jubila- 
ciones, viudedad, orfandad, etcétera, 
y en su movimiento, se abona por las 
estimaciones de devengos anuales y 
por los rendimientos atribuibles a tal 
provisión. 

Son motivos de cargo la aplicación 
de la provisión (pago de pensiones) 
y los excesos que se pudieran gene- 
rar (desviaciones positivas en las hi- 
pótesis). 

* 613: Aportaciones a sistemas 
complement~os de pensiones. que 
se definen como el importe de las 
aportaciones devengadas a planes de 
pensiones (5) u otro slstema anaogo 
de cobertura de jubilación. invalidez 
o muerte para el personal de la em- 
presa. 
AL ser cuenta de gastos, sólo admi- 

te cargos, que serán por: 
- Contribuciones anuales a pla- 

nes de pensiones u otras instituciones 
similares externas a la empresa. 
- Estimaciones anuales para nu- 

trir los fondos internos, abonándose 
a k 140. 

* La cuenta 662 refleja los interr 

La Circular 4/91 del Banco 
de España mantiene la Enea 
de reflejar los compromisos 
por pensiones, causadas y 

no causadas, bajo un 
conjunto de hipótesis 
actuanales no menas 

restrictivas que les planes de 
pensiones 

ses atribuidos a la provisi6n. y la 790 
el exceso de provisión, que se impu- 
tará a resultados del ejercicio, con 
cargo a la 140. 

La duda que pudiera plantearse 
ante la DT 4.' no se reproduce en el 
cuadro de cuentas. Aquí sí queda cla- 
ra la distinción entre dotación a fon- 
dos internos y aportación a planes de 
pensiones. 

En lo tocante a normativa comple- 
mentaria, hay un Decreto de 10 de 
mayo, de Admimtraciones Públicas, 
que ha pasado tremendamente desa- 
percibido, pero que puede tener una 
relevancia enorme: este Real Decre- 
to, entre otras cosas. otorga a la Sub- 

l 
dirección General de Planes y Fon- z- 
dos de Pensiones las funciones de 
coordinación contable y actuanal con 
otras institucioues en materia de 

desdefiable, todo lo contrano, que 
a complementos de pensiones. No es 

expertos en la materia de planes de 
pensiones puedan coordinar la nor- 
malización contable de los sistemas 
de previsión social en general, y de- 
bería tenerse presente en muchos 
ámbitos este decreto; asimismo, sería 
recomendable que esa Subdiiección 
ejercite sus funciones a la mayor bre- 
vedad posible, con ánimo de dar la 
debida solidez al sistema. No sería 
inapropiado pensar en normas que 
conjuguen los aspectos actuariales y 
contables, en la línea, salvando Las 
distancias, de la normativa FASB 
americana. 

La Cucular 4/91 del Banco de Es- 
paña mantiene la línea de reflejar los 
compromisos por pensiones, causa- 
das y no causadas, bajo un conjunto 
de hip6tesis actuariales no menos res- 
trictivas que los planes de pensiones. 
Esos compromisos. incluyendo lo 
qne se mantenga en fondos externos, 
en tanto la responsabilidad última de 
pago la mantenga la entidad, debe- 



1 
rán reflejarse en cuentas de orden, el - equivalente a la Memoria para el res- - to de sociedades. 

Cuando no existan fondos exter- 
nos, deberán las entidades financie- ' ras dotar fondos internos. 

Ya se comentó que la Orden Mi- 
nisterial de 1 de julio. de ampliación 
de plazos para el sector eléctrico, in- 
troducía ciertas aclaraciones sobre el 
alcance de la disposición transitoria 
4.'. en la medida en que sólo es ope- 
rativa para empresas que no tengan 
planes acogidos a la Ley 8/87. y per- 

1 mitiendo al sector llevar contra reser- 
vas sus déficits, en veinte años para 
el personal activo, y en diez para los 
pasivos. 

Sin entrar en su análisis, si es sig- 
nificativo mencionar la Resolución 
de 25 de septiembre de 1991 del pre- 
sidente del Instituto de Contabilidad 
y Auditoría de Cuentas (ICAC). al 
respecto de la contabilización del im- 
puesto anticipado, fenómeno tam- 
bién desarrollado por la Circular 7/91 
del Banco de España. y que son una 
muestra de la línea que parece seguir- 
se por determinadas instituciones de 
tratar favorablemente los fondos in- 
ternos. 

Por último, reseñar la existencia de 
un documento de AECA sobre la 
proviswn para pensiones que da una 
visión general sobre el tema, con, a 
nuestro entender, ciertos errores 
conceptuales, e ignorando la existen- 
cia de los planes de pensiones, regu- 
lados por la Ley 8/87. con unas ca- 
racterísticas (empezando por el nom- 
bre) que los diferencian de otros 
sistemas. 

LOS PLANES DE PENSIONES 
EN EL ORDENAMIENTO 
CONTABLE 

< U integración en este ordena- 
miento queda clara cuando se 
trata de planes de pensiones 

en ,d fase de vida normal, es decir, 
sin déficits que reequilibrar. 

El PGC establece, como indicába- 

mos, las cuentas que deben afectarse 
por las aportaciones. Sí debe Uamar- 
se la atención, empero, al vinculo ju- 
ndico que une al promotor del plan 
con el propio plan; de hecho, la úni- 
ca obligación en t6nninos económi- 
cos que tiene el promotor, y que no 
es poca, es aportar lo establecido 
contractualmente. Estas aportacio- 
nes son irrevocables desde el momen- 
to en que el contrato (plan de pen- 
siones) indique: puede entenderse, 
por tanto, que el devengo de la obli- 
gación de aportar surge en los térmi- 
nos que establece el propio plan. 
Este principio de irrevocabilidad. no 
debe olvidarse, viene establecido por 
una ley. Asimismo, en consonancia 
con ello, la titularidad de esos recur- 
sos es de los partícipes. que lo acre- 
ditan a través de los derechos eonso- 
lidados. Esta titularidad. como reza 
el texto legal, será asumida cuando la 
aportación sea realizada (en efectivo, 
o como un crédito contra el plan). No 
debe ser baladí este razonamiento le- 
gal, pues es el sustento de la Ley 
8/87. 

Cuandg sí se complica enorme- 
mente la situación es la aplicación de 
períodos transitorios. Los planes de 
pensiones, aparentemente, sólo tie- 
nen un régimen transitorio, d que es- 
tablece la Ley 8187, y desarrolla el 
Reglamente de esa ley y demás nor- 
mativa complementaria. 

Este régimen establece unos crite- 
rios para los planes de reequilibrio, 
que amparan una maxvnización del 
llamado déficit de derechos por ser- 
vicios pasados por motivos funda- 
mentalmente fiscales, pero. asimis- 
mo, de periodificación del gasto con- 
table. 

Esos planes de reequilibrio se so- 
meten a aprobación expresa del ór- 
gano competente, que es la Dirección 
General de Seguros. Los criterios no 
son necesariamente los mismos que 
establece el PGC en su disposición 
transitoria 4.': iqniere ello decir que 
no son válidos los primeros? 

Si así fuere, más valdría no haber 
presentado plan de reequilibrio algu- 
no ante la Dirección General de Se- 

guros, evitando la pérdida de tiem- 
po, y la complejidad que los requisi- 
tos técnicos de amortización del dé- 
ficit conllevaban, requisitos que, por 
cierto, no existen en absoluto en el 
marco del PGC. 

No parecería lógico, por otra par- 
te, pensar lo contrario, esto es, que 
el legislador regule, con rango infe- 
rior. en contra de lo que otra norma 
dispone. Tal vez la respuesta a tan 
prolijo asunto esté en que cada cual 
(Ley 8/87 y PGC) legisla sobre temas 
distintos. y que no hay confrontación 
entre ambos. 

DERECHO POR SERVICIOS 
PASADOS VERSUS 
OBLIGACION DEVENGADA 

H AY, entre ambos, una con- 
fusión evidente que tiende 
a equipararlos, cuando, 

conceptualmente, no tienen nada que 
ver. 

La obligación devengada, que es la 
parte de la obligación total por pen- 
siones. en que, según el método ac- 
tnarial utilizado, ya ha incurrido la 
empresa, alcanza un concepto similar 
al de deuda. El derecho por servicios 
pasados es un concepto exclusivo del 
régimen transitorio de la Ley 8/87, 
produeto de un cálculo actuarial, y 
que sirve como un límite máximo de 
derecho a consolidar. Este derecho 
por servicios pasados no es en ningún 
caso una deuda; no obstante, podría 
llegar a serlo si se equiparase con el 
derecho consolidado. 

Nuestro colega Ignacio del Bar- 
co (6) publicaba recientemente en es- 
tas páginas un interesante artículo en 
el que ponía de manifiesto el escaso 
acierto del legislador a la hora de de- 
finir términos y conceptos. 

Nada alejada de ello se intuye una 
de las razones hndamentales que 
justifican el mar de confusión en que 
unos y otros estamos. Hubiera sido 
deseable, y quizá aún estemos a tiem- 
po, una correcta definición de con- 
ceptos técnicos. 

Si analizamos el contenido de los 



derechos consolidados, podemos 
apreciar que el Reglamento de Pla- 
nes y Fondos de Pensiones, en su ar- 
ticulo 20.1. b), lo define para planes 
de prestación definida, que es donde 
se centra el debate, como rla parte 
de provisiones matemáticas, y en su 
caso, del fondo de capitalización que 
le corresponda, atendiendo a la valo- 
rización de la correspondiente cuen- 
ta de posición*. 

El propio Reglamento, en su artí- 
culo 18, deiine la provisión matemá- 
tica como *el exceso de valor actual 
de las prestaciones futuras contem- 
pladas en el plan, sobre el valor ac- 
tual de las aportaciones que, en su 
caso, corresponda a cada miembro 
del colectivou. 

Comoquiera que la Orden Minis- 
tenal de 21 de julio de 1990 sobre 
normas actuariales aplicables a los 
planes de pensiones establece, en su 
apartado sexto, que la aportación 
anual al plan se compone, entre 
otras, de .el coste normal y suple- 
mentario, en su caso, correspondien- 
te a las prestaciones definidas de ju- 
bilación-, y la citada Orden, en su 
apartado quinto, 2.d). define al cos- 
te suplementario como <coste anual 
adicional al coste normal correspon- 
diente a: 
- La cuota de amortización del 

coste por s e ~ c i o s  pasad os... r puede 
formularse la determinación del de- 
recho consolidado como: 
D.". = provisión matemática = 

valor actual prestaciones futuras - 
(valor actual aportaciones por coste 
normal futuras + valor actual apor- 
taciones por coste suplementario fu- 
turas). 

Quiere ello decir que las aportacio- 
nes futuras. tanto de coste normai, 
como de amortización del déficit de 
derechos por servicios pasados, no 
constituyen derecho consolidado. 

Concretamente, la OM de 27 de 
julio de 1989, reguladora del proceso 
de formalización de planes de pensio- 
nes promovidos al amparo del régi- 
men transitorio, define la figura del 
derecho a consolidar como resultan- 
te del reconocimiento de servicios pa- 

Existe una responsabilidad 
directa del actuario sobre el 
contenido actuarial de los 

planes de pensiones, 
responsabilidad &a exigida 

por ley 

sados; tal derecho a consolidar se 
consolida efectivamente con el de- 
vengo de la aportación del coste su- 
plementario. 

Como se aprecia. el tema es harío 
complejo, y entendemos merece esa 
reflexión profunda que antes pro- 
pugnábamos. 

Otro argumento que se ha venido 
manejando al respecto es la necesi- 
dad de contabilizar anualmente un 
interés, en base al principio del de- 
vengo. Es obvio que, si existe una 
deuda, y ésta genera interés, su de- 
vengo anual obligaría a calcular los 
intereses generados en el período. 

Aun en el caso de que se conclu- 
yera que efectivamente el derecho 
por servicios pasados, y su déficit con 
respecto a los recursos constituidos, 
son una deuda de la empresa, debe- 
ría ésta satisfacer un interés por ese 

crédito, calculado sobre el saldo vivo - 
de la deuda. 

Sorprendentemente, quienes sos- 
tienen esta aseveración proponen un 

9 
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tipo de interés equivalente al de la , 
valoración actuarial. ¿Ello resulta de 
que el mejor tipo para valorar el cos- 
te de la financiación es precisamente 
el interés técnico? ¿Es el interés téc- 
nico elmejor estimador del interés de 
mercado? ¿O acaso se confunde lo 
que es un tipo de actualización con 
un gasto financiero? Si realmente esa 
magnitud de la que hablamos es una 
deuda. ¿admitirán los gestores del 
fondo, y aún más, la comisión de con- 
trol del plan, efectuar inversiones al 
6 por 100 cuando las pueden realizar 
al 12 por 100? 

No olvidemos que la limitación le- 
gal respecto al tipo de interés se re- 
fiere exclusivamente al tipo de actua- 
lización. La propia Orden de 27 de 
julio de 1989 prevé que los fondos 
constituidos se estimen a tasas diie- 
rentes, superiores al interés téwiico. 

Nuevamente nos encontramos en 
una situación probablemente deri'va- 
da de la poca consideración que se 
hace de la Ley 8/87 y su normativa 
derivada, y esto comporta, o puede 
comportar, problemas importantes 
en Las cuentas de resultados de las 
empresas. Cuán distinto es utilizar un 
método actuarial, admitido por todas 
las normas contables al uso, que, in- 
terés incluido, periodiique los costes 
por pensiones sin contravenir el prin- 
cipio del devengo, de llevar a pérdi- 
das y ganancias una cantidad resul- 
tante de multiplicar una tasa arbitra- 
ria de interés por un concepto (el dé- 
ficit de derechos por servicios pasa- 
dos) que, sin serlo, pretende asimi- 
larse a una deuda. Basta hacer un par 
de sencillas operaciones matemáticas 
para comprender la magnitud del 
problema. Es obvio que cada cual 
debe arrostrar con la responsabilidad 
de sus actos, pero no quisiéramos de- 
jar pasar la ocasión para advertir que 
ciertas posiciones pueden tener dra- 
máticas wnsecueneias y que no de- 
beríamos pasar livianamente sobre 
estos temas. 



LAS REVISIONES DE LOS 
PLANES DE PENSIONES 

D E nuevo se plantea un con- 
flieto de competencias. El 
Reglamento de Planes y 

Fondos de Pensiones, en su artículo 
45.1, establece los requisitos para 
realizar auditorias y revisiones actua- 
riales de los estados financieros y de- 
más documentos. 

Las auditorías y revisiones actua- 
riales se efectúan sobre el fondo de 
pensiones, y planes adscritos, y la de- 
ben llevar a cabo expertos que cum- 
plan, entre otros requisitos. y según 
se recoge textualmente del Regla- 
mento: 

nCualifiaci6n prafesional Debe- 
rán ser personas físicas o sociedades 
por ellas formadas pertenecientes a 
una corporación profesional, legal- 
mente reconocida y habilitada para el 
ejercicio de las funciones de verifica- 
ción y examen de estados financieros 
y de revisión actuarial. En estas so- 
ciedades podrán participar otros ex- 
pertos en materias relacionadas con 
la presente normativa. 

Inscripci6n. Los expertos y sus so- 
ciedades deberán figurar inscritos en 
el Registro Especial de la Dirección 
General de Seguros. Dicha inscrip- 
ción se realizará previa presentación 
del correspondiente tiiulo o certifica- 
do de la corporación correspondien- 
te de la que sean miembros, y los de- 
más documentos justificativos del 
cumplimiento de los requisitos esta- 
blecidos en este artículo. 

Independencia. Los expertos y sus 
sociedades no podrán asesorar en sus 
aspectos financieros y bursátiles a los 
planes y fondos de pensiones cuyos 
estados examinan. Tampoco podrán 
mantener ningún tipo de relación que 
pueda suponer dependencia directa o 
indirecta. 

Control. Los expertos o sociedades 
de expertos se someterán a control de 
calidad de sus informes en materia de 
planes g fondos de pensiones por los 
órganos correspondientes de la cor- 
poración profesional a que pertenez- 

can y por los Servicios de Inspeeoión 
Financiera del Ministerio de Econo- 
mía y Hacienda. Del resultado de di- 
chas actuaciones se dará cuenta a la 
Dirección General de Seguros a los 
efectos previstos en materia de in- 
fracciones y sanciones por este Re- 
glamento. 

Abundando en ello, el artículo 
38.3 del propio Reglamento indica 
que los informes de auditoría debe- 
rán abarcar los aspectos contables, fi- 
nancieros y actuariales, incluyendo 
un pronunciamiento expreso en lo re- 
lativo al cumplimiento de lo previsto 
en la normativa. Aparentemente, 
hay dos impkaciones en ello: 
- Que los informes de auditoría, 

en su vertiente actuarial. deben ser 
emitidos por actuario o sociedad de 
actuarios que cumplan lo establecido 
en el artículo 45.1, antes citado. 
- Que sólo pueden revisar el fon- 

do y los planes adscritos aquellos ex- 
pertos (auditores y actuarios) quede- 
t e d e  la correspondiente Comisión 
de Control. 

Por tanto, jestá en su derecho el 
auditor de una empresa a auditar el 
plan de pensiones de esa empresa? 
La respuesta debe ir en la línea de si 
ese plan de pensiones está integrado 
en los estados financieros de la em- 
presa; si se ha considerado que el 
plan de pensiones es un mero instru- 
mento de ñnanciación, y se colocan 
partidas de el derivadas en el pasivo 
de la sociedad, parece plausible que 
el auditor solicite esa revisión. Si, por 
contra, el plan de pensiones tiene la 
magnitud derivada de su propia enti- 
dad jurídica, que asigna la titularidad 
de los recursos a los partícipes. y no 
al promotor, y, por ende, no figura 
como partida del balance, no hay mo- 
tivo alguno para que sea revisado por 
el auditor de la empresa. 

Tengamos presente, además, que 
existe una responsabilidad directa del 
actuario sobre el contenido actuarial 
de los planes de pensiones, de la que 
da cuenta a la Comisión de Control 
y a la Dirección General de Seguros, 
y en su vertiente profesional, al Ins- 
tituto de Actuarios Esgaüoles, res- 

ponsabilidad esta exigida por ley 
¿Qué sucedería si el auditor opina 
que determinados cálculos deben 
realizarse de otra forma, o que es me- 
jor otro metodo u otras hipotesis? 
jlmplicaxá ello que la discrepancia, 
si se mantiene (cosa probable, pues 
es el actuario quien dictamina la via- 
bilidad del plan), revertirá tal vez en 
una excepción en el infotme de audi- 
toría, con todo lo que conlleva? 

No creemos que nada de lo aquí 
planteado tenga soluciones triviales; 
por eso mismo, reclamamos un deba- 
te que no se ha producido aún, cuyas 
consecuencias sufrimos todos, ya sea 
auditores, consultores, actuarios y. 
por supuesto, empresas y trabaja- 
dores. 8 

(1) Blanco marra. F : Ticniea Contable 
n " 458. Febrero 1937. 

(2 I de enero de 1990. 
(31 Para ejercicios coincidentes con el 

año natural. esta fecha es enero de 1990 
(4) Con cargo a reservas, si eUo es po- 

sible 
(5) Externos. por defioinón legal. 
(6) Del Batco Martinez. 1.. Revista Ac- 

uarios n." 5. 
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